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Negada la reposición mediante auto del veintiuno (21) de octubre de los corrientes, corresponde desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la sentenciada LUZ MILA ANGULO OSORIO, contra el auto calendado el veintidós (22) de septiembre de dos mil cinco (2005) proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de seguridad, mediante el cual se le negó la prisión domiciliaria. 

1.- PROVIDENCIA 

El señor Juez de instancia, luego de recibir una petición para el otorgamiento de la pena sustitutiva y de analizar el contenido del concepto socio-familiar, calificó como improcedente la medida por lo siguiente:

- No existe la calidad de cabeza de familia porque si bien es cierto, la sentenciada tiene un hermano discapacitado y su madre es persona de avanzada edad, esta última goza de una pensión. Por tanto, su presencia en el hogar no es indispensable para el desarrollo de la vida de sus familiares, y además, una vecina les colabora ocasionalmente. 

- No se satisface el aspecto subjetivo de que habla la ley 750 de 2002, pues una persona que contribuye al comercio de alucinógenos (como es el caso de la procesada, quien llevaba consigo una alta cantidad de droga y que fue capturada en el Aeropuerto de Bogotá) no puede regresar al seno de la sociedad, ya que el pronóstico que se hace imposible desestimar que regresará a hacer daño a la sociedad.

- En este caso, se debe tener en cuenta la necesidad, razonabilidad, idoneidad y proporcionalidad de la pena, consagrados en el artículo 3º del Código Penal y  por tanto, no es procedente la concesión del sustituto pedido. 

2.- RECURSO 

En el escrito pertinente, el abogado que procura por los intereses de la sentenciada, expresa su inconformidad en los siguientes términos: 

- Debe tenerse en cuenta una sana política criminal que implica la humanización del derecho, cuya función básica es la reinserción social y la protección del condenado. 

- Su defendida empezó a purgar la pena alejada de su núcleo familiar, hasta que logró ser trasladada a esta ciudad en busca de estar cerca de ellos (Cartago).

- Su madre es de avanzada edad y tiene un hijo discapacitado, era ella quien procuraba todas sus necesidades. La progenitora tiene problemas graves en una de sus vistas -sic- y presenta dificultades para caminar.

- Trascribe apartes del resultado de la visita practicada a la residencia de la sentenciada, por parte de funcionarios de la Personería Municipal de Cartago (Valle del Cauca), prueba solicitada por el Juzgado.

- Su defendida ha sido felicitada por su comportamiento y colaboración dentro del penal, así mismo, durante el permiso de 72 horas que le fue concedido.

- Aporta copia del diploma obtenido en la reclusión por parte de la señora LUZ MILA.

- Se refiere a que la prevención especial y la reinserción que operan en el momento de ejecución de la pena son premisas que se imponen en todo el mundo.

- Censura el desconocimiento que se hace de la condición de mujer cabeza de familia, por la pensión que recibe su señora madre y hace hincapié en los padecimientos de ella y los de su hermano inválido a quien hay que ayudarlo en todo.

- Se refiere a decisiones jurisprudenciales que sostienes que la prisión domiciliaria es el cambio de una prisión por otra y destaca que le faltan menos de noventa (90) días para acceder a la libertad condicional y por tanto ya ha gozado de permisos de setenta y dos (72) horas.

- La medida sería beneficiosa para ella, ya que podría ejercitar el arte que aprendió intramuros y existen normas que permiten la vigilancia en su hogar, para verificar las condiciones de cumplimiento de la misma.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

3.1. Problema jurídico 

Corresponde determinar si la pena sustitutiva de que habla la ley 750 de 2002 para las madres cabeza de familia es procedente en el caso de la señora ANGULO OSORIO.
3.2. Solución al debate planteado 

El legislador, cauto de evitar posibles excesos, trazó pautas y requisitos tendientes a evitar que las personas utilizaran la prisión domiciliaria como simple excusa para eludir la reclusión.

Si bien el beneficio consagrado en la ley 750 de 2002 está dirigido a la persona cabeza de familia,
 es necesario remitirse a la disposición contenida en el artículo 2º de la Ley 82 de 1993, para determinar si una persona tiene derecho o no a la sustitución consagrada en la primera de las disposiciones aludidas.

Mirada desde ese punto de vista la situación de la sentenciada, deviene necesario colegir que en verdad, la señora ANGULO OSORIO no reúne los requisitos allí establecidos para que se pueda pregonar de ella esa calidad, que busca proteger a quienes se encuentran totalmente desvalidos y requieren imprescindiblemente de la presencia o el auxilio de quien soporta la obligación y atención de sus familiares.

Por tanto, a pesar de los planteamientos hechos por el Abogado defensor, debe concluir la Sala que razón le asistió al señor Juez de primera instancia para negar la sustitución pedida, dado que como quedó evidenciado, no obstante las dolencias que aquejan a la progenitora de la sentenciada, ella puede valerse por sí misma y además, propender por la atención que requiere su hijo incapacitado. Pero además, en lo que hace con el aspecto económico, se cuenta con el ingreso que percibe por medio de la pensión que recibe del Seguro Social.

En cuanto se refiere al aspecto subjetivo, tocado por el profesional al aludir que su cliente ya no es un peligro para la sociedad, es innegable que del pronóstico realizado por el señor Juez de primer nivel, se desprendió que era necesario propender por la protección general de la comunidad, habida cuenta del delito por el cual se procedió y las implicaciones que el narcotráfico traía consigo, por lo que no se descartaba la posibilidad de volver a actividades como las que ahora la tienen tras las rejas. También lo es, que es imperativo para el funcionario evaluar cada caso y profundizar en las implicaciones que una medida como la solicitada puede conllevar tanto para la familia como para la misma comunidad. Así lo concluyó la Corte en la misma sentencia a que se hiciera referencia anteriormente:

La decisión que adopta la Corte en el presente fallo, se explica entre otras razones, porque se trata de una norma general que autoriza al funcionario judicial competente para conceder el derecho de prisión domiciliaria, cuando se cumplan las condiciones y requisitos fijados por la propia Ley. En otras palabras, mediante este fallo la Corte no confiere a nadie en concreto el derecho en cuestión. Serán los jueces los que en cada evento deberán analizar, a partir de un acervo probatorio pertinente y suficiente, las condiciones específicas del caso así como su contexto, para adoptar la determinación de si se concede o no el derecho, en el interés superior del menor o del hijo impedido, no del padre. Por lo tanto, de las pruebas debe deducirse la existencia de una necesidad manifiesta de proteger este interés superior. 
Aquello es sensato, porque si la ley 750 se aplicara sin ninguna discusión a las personas que alegan simplemente ser cabeza de familia, prácticamente se estaría fulminando de un tajo el cumplimiento efectivo de la prisión formal. 

Al juez se le conceden entonces amplias facultades con el fin de examinar el desempeño personal, laboral, familiar o social  del sentenciado para deducir de estos aspectos, si la prisión domiciliaria podría o no  constituir un perjuicio para la comunidad o podría coadyuvar para evadir el cumplimiento de la sanción impuesta sin una razón de interés superior. Así las cosas, existió un detallado análisis de tales elementos al final del cual, se concluyó que no era posible la sustitución de la casa por cárcel en el presente evento.

En consecuencia, encuentra la Sala que las razones por las cuales se negó el sustituto a la sentenciada, prevalecen, en especial aquella referida al no cumplimiento de los requisitos exigidos para ello, en virtud de no poderse predicar de la señora ANGULO OSORIO la pretendida calidad de cabeza de familia, aspecto que por sí sólo hubiera sido suficiente para no acceder a la petición elevada. En ese orden de ideas, se confirmará el proveído objeto de recurso.

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira que ha sido objeto de impugnación. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                 
VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario de la Sala
� De conformidad con lo establecido en la sentencia C-184 de 2003,
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